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El presente informe jurídico analiza el proceso penal correspondiente al 

Expediente Judicial N. ° 00233-2014, seguido contra P.M.N.M. (1) y P.L.V.A. (2), 

como coautores de la comisión del delito contra Patrimonio, Robo Agravado en 

grado de Tentativa, en agravio de G.M.C.A. (A).  

De lo mencionado. se tiene que, la Primera Fiscalía Provincial Penal de Villa El 

Salvador, en razón a lo recolectado en la investigación policial realizada en 

contra de P.M.N.M. (1) y P.L.V.A. (2), resuelve formalizar denuncia penal contra 

los antes mencionados, por lo que el Juzgado Mixto – Sede Villa El Salvador I 

de la Corte Superior de Justicia de Lima Sur resuelve abrirles instrucción en la 

vía ordinaria como presunto autores de la comisión delito contra Patrimonio, 

Robo Agravado en grado de Tentativa, en agravio de G.M.C.A. (A); dictarles 

el mandato de comparecencia con restricciones; y, por último, se trabe el 

embargo preventivo de sus bienes libres.  

Posteriormente, luego haberse realizado la etapa de instrucción, los actuados 

fueron elevados a la Sala Penal, los mismos que reciben el dictamen Fiscal de 

la Fiscalía Superior Penal Permanente de Lima Sur, en el que se formula 

acusación sustancial contra P.M.N.M. (1) y P.L.V.A. (2), como coautores de la 

comisión del delito contra Patrimonio, Robo Agravado en grado de Tentativa, en 

agravio de G.M.C.A. (A), solicitando se le imponga a cada acusado la pena de 

doce (12) años de pena privativa de libertad, así como el pago de forma solidaria 

de mil (1000) soles por concepto de reparación civil a favor de la agraviada.  

Siendo esto así, la Sala Superior, resuelve haber merito para pasar a juicio oral, 

iniciándose el mismo; no obstante, tanto P.M.N.M. (1) y P.L.V.A. (2), admiten los 

cargos formulados en su contra, por lo que, el Tribunal Superior, expide la 

sentencia conformada, que fallo condenando a P.M.N.M. (1) y P.L.V.A. (2) como 

coautores del delito contra Patrimonio, Robo Agravado en grado de Tentativa, 

en agravio de G.M.C.A. (A), imponiéndosele seis (06) años de pena privativa de 

libertad y el pago solidario de mil (1000) soles por concepto de reparación civil a 

favor de la agraviada; sentencia que fue recurrida por el Ministerio Publico y 

ambos sentenciados. 

Es, en instancia suprema, que la Sala Penal Permanente, a través del Recurso 

de Nulidad 1960-2019-Lima Sur, declaro haber nulidad en la sentencia 

conformada respecto a la pena impuesta, reformándola, impusieron a P.M.N.M. 

(1) y P.L.V.A. (2) diez años de pena privativa de libertad. 
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I. RELACIÓN DE LOS PRINCIPALES HECHOS EXPUESTOS POR 

LAS PARTES INTERVINIENTES EN EL CASO EN CONCRETO 

a) Hecho denunciado: 

Según el Parte S/N-CVES, formulado el día 11 de enero del 2014 por efectivos 

policiales de la Comisaria de Villa El Salvador, se detalla que se acercaron a las 

instalaciones policiales unos sujetos que precisan ser taxistas acompañados de 

dos sujetos y una mototaxi, los mismos que solicitan apoyo policial, debido a que, 

el día de la fecha, estos observaron a la altura de la Botica Diana ubicada en la 

avenida Revolución del distrito de Villa El Salvador a dos sujetos a bordo de un 

vehículo menor (mototaxi) haberle robado a una mujer cogiéndola del cuello, y, 

al seguir a estos sujetos, lograron retenerlos a la altura de la ruta B y la avenida 

Cesar Vallejo, trasladándolos a la dependencia policial. Siendo uno de los 

sujetos identificado como P.M.N.M. (1), a quien se le encontró en su poder un 

bolso de color blanco con plomo de tela, en cuyo interior se encontró un teléfono 

celular, color rojo desgastado, de la firma claro, un DNI a nombre de G.M.C.A. 

(A), una tarjeta de crédito del banco BCP – Visa y una tarjeta de atención medica 

dental a nombre del menor D. P. Q. C.; mientras que, el segundo sujeto, se 

identifica como P.L.V.A. (2), quien se encontraba a bordo del vehículo menor 

(mototaxi) color azul de placa de rodaje Nro. M…9.  

 

b) Diligencia recabadas en merito a la detención de los ciudadanos: 

Que, en fecha 11 de enero del 2014, se produce la detención de los ciudadanos 

P.M.N.M. (1) y P.L.V.A. (2), por lo que se realizan las siguientes diligencias: 

 

- La manifestación de la agraviada G.M.C.A. (A), quien en presencia del 

representante del Ministerio Publico, precisa que el día 11 de enero del 2014, a 

las 16:30 horas, aproximadamente, se encontraba acompañada de su menor hijo 

esperando un vehículo de transporte público en las inmediaciones de la Av. 

Revolución – Distrito de Villa El salvador, a efectos de dirigirse a la cita médica 

de su menor hijo, cuando observa a un vehículo menor (mototaxi) de color azul, 

del cual desciende un sujeto vestido de polo blanco, pantalón jean, zapatillas, 

con peinado rapado, el mismo que se le acerca y de forma sorpresiva la coge 

del cuello, para luego, empezar a hincarla con un objeto en el cuello, procediendo 

a decirle palabras soeces y pedirle el número de su casa, jalándola hacia donde 
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se encontraba estacionada la moto e intentando arrebatarle su bolso, por lo que 

opone resistencia, forcejando solo por unos segundos, puesto que el sujeto logra 

quitarle su bolso de tela color blanco, el mismo que tenía a su interior su 

documento de identidad (DNI), su tarjeta de crédito visa del BCP, tarjeta de 

control, su celular marca claro  color rojo, valorizado en 3000 soles, chompa, el 

polo de su menor hijo, manojo de llave, la suma de 10 soles, y luego, este sujeto, 

se sube a la mototaxi en la que lo esperaba un sujeto vestido de bividi color azul, 

quienes se dan a la fuga con dirección a la ruta C. Siendo esto así, la agraviada 

precisa que decide dirigirse a su vivienda, a la que, luego de unos minutos, llega 

un vehículo station vagón de color blanco con cuatro sujetos, quienes 

manifestaban haber observado el robo de sus pertenencias y fueron tras el 

vehículo menor azul, logrando retenerlo y a los dos sujetos que estaban a bordo, 

a quienes, trasladaron a la dependencia policial del sector. Por último, la 

agraviada indica que cuando llego a la Comisaria de Villa El Salvador, logro 

identificar a los sujetos que le robaron sus pertenencias, siendo P.M.N.M. (1), 

quien, vestido de polo blanco con jean azul, la cogió del cuello hasta no poder 

respirar, le pide su número de teléfono de su casa, que bajara su mano, la llevaba 

hasta el vehículo mientras forcejeaba y posteriormente, le arrebata su bolso; 

mientras que, P.L.V.A. (2), quien se encontraba vestido con bividi color azul, 

sería el conductor de la mototaxi que utilizo P.M.N.M. (1) para huir del lugar luego 

de haberle arrebatado sus pertenencias.  

 

- La manifestación de P.L.V.A. (2), quien señalo en presencia del representante 

del Ministerio Publico, negar los hechos imputados en su contra, debido a que 

se le retuvo cuando se encontraba trabajando como mototaxista y que si bien se 

estaba acompañado de P.M.N.M. (1), este solo sería un pasajero a quien le 

prestó sus servicios. Precisando que el 11 de enero del 2014, a las 16:00 horas, 

aproximadamente, se encontraba trabajando en su mototaxi color azul en las 

inmediaciones del Ovalo de la Mujer en el distrito de Villa El Salvador, y, que, a 

la altura del mercado Cuaves y el Ovalo de la Mujer, recoge a un joven que se 

encontraba con polo blanco y jean color celeste, quien le solicito una carrera 

hacia la Av. El Sol, por lo que, a la altura de la Botica Diana de la Av. Revolución 

– Villa El Salvador se detiene porque un vehículo le cerró el paso, acercándosele 

unos sujetos que le mencionaban que se llevarían a su pasajero a la Comisaria 
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del sector, procediendo a bajarlo del vehículo, mientras que este, decide 

acompañarlo, debido a que pensó que habria estado inmerso en un accidente 

de tránsito. 

 

- La manifestación de P.M.N.M. (1), quien señalo en presencia del 

representante del Ministerio Publico, negar los hechos imputados en su contra, 

debido a que estos no habrían sido tal y como se expusieron en la denuncia, ya 

que el solo habria tratado de bromear jalándole el bolso a alguien que pensó ser 

un conocido suyo. Precisando, que el día 11 de enero del 2013, se encontraba 

libando en un bar ubicado cerca a su domicilio, y es a las 15:45 horas de la tarde, 

que decide dirigirse a la casa de sus tíos ubicada en la Av. El Sol – Villa El 

Salvador, para lo cual, toma el servicio de mototaxi de su cuñado P.L.V.A. (2); 

no obstante, en el trayecto hacia su destino, a la altura de la Botica Diana ubicada 

por la av. Revolución, observa a una joven con su bolso color blanco con rayas 

parada en una esquina, por lo que hace parar la moto y se baja de la misma, 

dirigiéndose a la fémina, a quien le arrancha su bolso y procede a subir 

nuevamente a la mototaxi, la misma que emprende la huida con dirección a la 

Av. El Sol – Villa El Salvador, no logrando su objetivo, puesto que un taxi de color 

plomo lo persigue y les cierra el paso, logrando retenerlo, para luego, llevarlo a 

la comisaria de Villa El Salvador.  

 

- El acta de reconocimiento físico, en la que G.M.C.A. (A) en presencia del 

representante del Ministerio Publico, reconoce plenamente a P.M.N.M. (1) como 

aquella persona que la cogió del cuello y le puso un objeto con punta a la altura 

del cuello, para luego, quitarle su bolso con sus pertenencias. Asimismo, 

reconoce a P.L.V.A. (2) como aquella persona que conducía la mototaxi azul que 

uso P.M.N.M. (1) para huir del lugar.  

 

- El acta de registro personal realizada a P.M.N.M. (1), quien dio positivo para 

especies, encontrándosele un bolso de tela color blanco / plomo en el interior, un 

DNI a nombre de la agraviada G.M.C.A. (A), una tarjeta de crédito del BCP y un 

celular táctil de color rojo de la firma claro, con chip (funcionando)  
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- El acta de entrega de especie, en la que el efectivo policial consigna que se 

le hace entrega a la agraviada G.M.C.A. (A), previa verificación de la titularidad 

de los bienes, un bolso de tela color blanco / plomo en el interior, un DNI a 

nombre de G.M.C.A. (A), una tarjeta de crédito del BCP y un celular táctil de color 

rojo de la firma claro, con chip (funcionando)  

 

- La fotografía de la agraviada G.M.C.A. (A), en la que pueden apreciar las 

lesiones que presento como producto de los hechos atribuidos a P.M.N.M. (1) y 

P.L.V.A. (2).   

 

c) Diligencias realizadas en merito a la ampliación de investigación 

Que, en fecha 29 de enero del 2014, la Primera Fiscalía Provincial Penal de Villa 

El Salvador, resuelve ampliar la investigación en sede policial por treinta días 

contra P.M.N.M. (1) y P.L.V.A. (2), por la presunta comisión del delito contra el 

Patrimonio, Robo Agravado en grado de Tentativa, en agravio de G.M.C.A. (A); 

realizándose las siguientes diligencias:  

 

- El certificado médico legal Nro. 000663-L practicado a G.M.C.A. (A), en la 

que se detalla que al examen médico presento “tumefacción más equimosis 

violácea más escoriación ungueal en región horizontal mandibular izquierda; dos 

escoriaciones ungueales en región anterolateral derecho del cuello; escoriación 

ungueal en región Inter clavicular derecho”, concluyéndose que esta presento 

“lesiones recientes ocasionadas por agente contundente duro y uñas humanas”, 

requiriendo atención facultativa de 01 días e incapacidad médico legal de 04 

días. 

 

- La manifestación de E.S.A.R, en la que señala ser propietaria del vehículo 

menor de placa de rodaje M…9 y madre de P.L.V.A. (2), a quien le entregaba el 

vehículo con la finalidad que trabajara recolectando de los restaurantes comida 

para chanchos.  
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d) Formalización de denuncia penal 

En fecha 31 de marzo del 2014, la Primera Fiscalía Provincial Penal de Villa El 

Salvador, resuelve formalizar denuncia penal contra P.M.N.M. (1) como autor y 

contra P.L.V.A. (2) como presunto cómplice primario, de la comisión del delito 

contra Patrimonio, Robo Agravado, en grado de Tentativa, en agravio de 

G.M.C.A. (A).  

 

En el mencionado dictamen, el Ministerio Publico precisa que la norma jurídico 

penal aplicable a los hechos atribuidos a P.M.N.M. (1) y P.L.V.A. (2) estaría 

prevista en el artículo 188 (tipo base) del Código Penal, concordado con el inciso 

04 del primer párrafo del artículo 189 del citado código, y, además, el artículo 16 

del mismo cuerpo normativo.  

 

Asimismo, el Ministerio Público solicita la realización de las siguientes 

diligencias:  

 La declaración instructiva de los denunciados 

 Se reciba la declaración preventiva de la agraviada 

 Se solicite al laboratorio central de PNP los exámenes toxicológicos, 

etílicos, sarro ungueal de los denunciados 

 Se realice la diligencia de ratificación del certificado médico legal 

practicado a la agraviada 

 Se recaben los antecedentes policiales, penales y judiciales del 

denunciado.  

 

Finalmente, se solicita se trabe el embargo preventivo de los bienes de P.M.N.M. 

(1) y P.L.V.A. (2), con la finalidad de garantizar el pago de la reparación civil; no 

precisándose, algún tipo de medida de coerción personal.  

 

e) Auto de apertura de instrucción 

Mediante la Resolución N. ° 01 de fecha 07 de agosto del 2014, el Juzgado Mixto 

– Sede Villa El Salvador I, luego de haberse realizado la audiencia de 

presentación de cargos, resuelve, abrir instrucción en vía ordinaria contra 

P.M.N.M. (1) y P.L.V.A. (2) como presuntos autores de la de la comisión del 
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delito contra Patrimonio, Robo Agravado en grado de Tentativa - artículo 188 

(tipo base) del Código Penal, concordado con el inciso 04 del primer párrafo del 

artículo 189 del citado código, y, además, del artículo 16 del mismo cuerpo 

normativo, en agravio de G.M.C.A. (A); trabándose el embargo de los bienes 

libres de los procesados; asimismo, se le dicta a ambos el mandato de 

comparecencia con restricciones, en la que se le señalan reglas de conducta a 

seguir y el pago de una caución de trescientos nuevos soles.  

 

Adicionalmente a lo señalado, el juzgado, dispone realizar todas las diligencias 

solicitadas por el Ministerio Publico, agregando, se reciba la declaración 

testimonial del efectivo policial L.C.A.      

 

f) Etapa de instrucción e informe final 

La etapa de instrucción duro los 60 días dispuestos, más una ampliación 

excepcional de 60 días, en la que se recabo  

 La declaración preventiva de G.M.C.A. (A) 

 Los antecedentes judiciales de P.M.N.M. (1) y P.L.V.A. (2), en la 

que se detalla que ambos no precisan antecedentes. 

 Los antecedentes policiales de P.M.N.M. (1) y P.L.V.A. (2), en la 

que se detalla que ambos no precisan antecedentes. 

 

Que, a través de la Resolución Nro. 07 de fecha 30 de marzo del 2016, el juzgado 

resuelve dar por concluida la instrucción, da cuenta de las diligencias realizadas 

a lo largo de la etapa de instrucción y se procede a elevar los actuados a la Sala 

Penal Superior.  

 

g) Acusación Fiscal 

La Fiscalía Superior Penal Permanente de Lima Sur, mediante dictamen 415-

2017, solicita se corrija el auto de apertura de instrucción, debido a que, a su 

consideración, el grado de participación de tanto P.M.N.M. (1) como P.L.V.A. (2) 

habria sido la de coautores, esto en razón a que se puede verificar, de cómo se 

desarrollaron los hechos, la existencia de una acción concertada, en la que cada 

uno cumplía un rol para la realización del delito, puesto que, es P.M.N.M. (1) 

quien habria interceptado a la agraviada para luego reducirla con un arma punzo 
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cortante a la altura del cuello, despojándole de sus pertenencias, y luego, darse 

la fuga a bordo del vehículo menor motokar donde lo esperaba P.L.V.A. (2).  

 

Asimismo, solicito, se corrija y se agregue en el auto de apertura, la concurrencia 

de la agravante prevista en el inciso 03 del artículo 189 del Código Penal, esto 

es, la referente a la mano armada, debido a que se puede concluir de lo dicho 

por la agraviada G.M.C.A. (A) y de las lesiones que se detallaron en su 

certificado médico legal, que P.M.N.M. (1) habria utilizado un arma punzo 

cortante para causarle lesiones y reducirla, para luego, sustraerle sus 

pertenencias y huir del lugar en la mototaxi.  

 

Posterior a ello, solicita, haber merito para pasar a juicio oral contra P.M.N.M. (1) 

y P.L.V.A. (2) como coautores del delito del delito contra el Patrimonio, Robo 

agravado, en grado de Tentativa - artículo 188 (tipo base) del Código Penal, 

concordado con el inciso 03 y 04 del primer párrafo del artículo 189 del citado 

código, y, además, del artículo 16 del mismo cuerpo normativo, en agravio de 

G.M.C.A. (A).  

 

Finalmente, la Fiscalía Superior formula acusación sustancial contra P.M.N.M. 

(1) y P.L.V.A. (2), solicitando:  

- Respecto a la pena: solicita para P.M.N.M. (1) y P.L.V.A. (2), en su 

condición de coautores del delito contra el Patrimonio, Robo Agravado, en 

grado de Tentativa, se imponga para cada uno doce (12) años de pena 

privativa de libertad.  

- Respecto a la reparación civil: se solicita que P.M.N.M. (1) y P.L.V.A. (2), 

en su condición de coautores del delito contra el Patrimonio, Robo 

Agravado en grado de Tentativa, abonen a G.M.C.A. (A) la suma de mil 

soles en forma solidaria.  

 

h) Auto de control de acusación Fiscal y auto superior de 

enjuiciamiento 

La Sala Penal – Sede Central, mediante la resolución N. ° 03 de fecha 05 de 

setiembre del 2018, resuelve:  

 Tener por efectuado el control de la acusación Fiscal 
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 Corregir el auto de apertura de instrucción y tener por subsanada la 

formalización de denuncia, teniendo que considerarse a P.M.N.M. (1) y 

P.L.V.A. (2), como coautores del delito contra el Patrimonio, Robo 

Agravado en grado de Tentativa, en agravio de G.M.C.A. (A); e integrarse 

el inciso 03 del primer párrafo del artículo 189 del Código Penal.  

 Haber merito para pasar a juicio oral en la causa seguida contra P.M.N.M. 

(1) y P.L.V.A. (2), como coautores del delito contra el Patrimonio, Robo 

Agravado en grado de Tentativa, en agravio de G.M.C.A. (A), delito 

previsto y sancionado en el artículo 188 (tipo base) del Código Penal, 

concordado con el inciso 03 y 04 del primer párrafo del artículo 189 del 

citado código, y, además, del artículo 16 del mismo cuerpo normativo.  

 Señalar fecha y hora para el inicio del juicio oral.  

 

i) Etapa de juicio oral 

Estando en la fecha dada para el inicio del juicio oral, a través del acta n. ° 01 se 

deja constancia de la concurrencia de todas las partes, por lo que da inicio con 

el juicio Oral. Es así como, luego de haber realizado la exposición de los hechos 

por parte del Ministerio Público, el director de debate empieza con la exposición 

de los beneficios y alcances de la figura de conclusión anticipada prevista en la 

Ley de Conclusión anticipada de Juicio Oral, procediendo a cederle el uso de la 

palabra a P.M.N.M. (1), quien preciso, previa asesoría de su abogado particular 

“Señores Magistrados, ME DECLARO RESPONSABLE, ME ACOJO A LA 

CONCLUSION ANTICIPADA”. Posterior a ello, en el mismo sentido, P.L.V.A. 

(2), señalo “Señores Magistrados, ME DECLARO RESPONSABLE, ME ACOJO 

A LA CONCLUSION ANTICIPADA”.  

 

Siendo esto así, se procede a escuchar los alegatos finales de la defensa técnica 

de los procesados, quien preciso que a efectos de la determinación de la pena y 

la reparación civil se tengan en consideración criterios humanos.  

 

Luego, se procede a correr traslado a la representante de Ministerio Publico 

acerca de lo desarrollado, quien preciso no tener observación alguna. 
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Mas adelante, se le pregunto a los procesados si habria alguna inconformidad 

con la actuación y defensa desplegada por su abogada defensora, señalando 

ambos que no.  

 

Finalmente, al haberse desarrollado la audiencia conforme a ley, la Sala dispuso 

suspender la sesión a efectos de expedir la sentencia conformada respectiva.  

 

j) Sentencia conformada de primer instancia 

La Sala Penal Permanente de la Corte Superior de Justicia de Lima Sur, en fecha 

24 de octubre del 2018, expide la sentencia conformada, en la que se falla 

condenar a P.M.N.M. (1) y P.L.V.A. (2), como coautores del delito contra el 

Patrimonio, Robo Agravado en grado de Tentativa, en agravio de G.M.C.A. (A); 

imponiéndosele seis (06) años de pena privativa de la liberta efectiva para cada 

uno de los mencionados, y se proceda al pago de mil soles de forma solidaria 

por concepto de reparación civil a favor de la agraviada.  

 

Ahora, conforme se aprecia en el acta nro. 02, se deja constancia que la directora 

de debates dispone a notificar la sentencia conformada a P.M.N.M. (1) y P.L.V.A. 

(2), para luego, proceder a preguntarle al Ministerio Publico si es que estaría 

conforme al contenido de la sentencia, precisando que no, y que, interpondría su 

Recurso de Nulidad. 

 

En ese sentido, la Primera Fiscalía Superior Penal del distrito Fiscal de Lima Sur, 

presenta su Recurso de Nulidad, fundamentando que la Sala utilizo 

erróneamente los principios generales del derecho para señalar a P.M.N.M. (1) 

y P.L.V.A. (2) una pena no acorde a ley, dejando de lado, lo pretendido en su 

acusación escrita, por lo que solicita que la pena señalada tanto para P.M.N.M. 

(1) como para P.L.V.A. (2) sea aumentada hasta 08 años 6 meses y 26 días de 

pena privativa de libertad.  

 

Por otro lado, P.M.N.M. (1), a través de su abogado defensor, presento su 

Recurso de Nulidad, solicitando se expida una sentencia conforme ley, debido a 

que su consideración no se habria tomado para la determinación de la pena el 
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grado de ejecución del delito ni las condiciones personales de su patrocinado, 

por lo que, precisa se expida una sentencia conforme a ley y revoque la recurrida. 

 

Finalmente, en el mismo sentido, P.L.V.A. (2), a través de su abogado defensor, 

presento su Recurso de Nulidad, solicitando se le rebaje la pena impuesta, 

debido a que no se ha tenido en cuenta el grado de ejecución del delito ni las 

condiciones personales de su patrocinado, por lo que, precisa se expida una 

sentencia conforme a ley y revoque la recurrida. 

 

k) Ejecutoria suprema / Recurso de Nulidad 1960-2019-Lima Sur 

La Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la Republica, en 

fecha 02 de marzo del 2020 expide la ejecutoria suprema, pronunciándose 

acerca de los Recursos de Nulidad presentados tanto por los sentenciados como 

por la Fiscal Superior, los mismo que si bien, tratan respecto al quantum de la 

pena, estos difieren en su objetivo, uno a su aumento y otro a su disminución.  

 

En su desarrollo, la Corte Suprema, precisa que la Sala Superior ha realizado 

una incorrecta determinación judicial de la pena en los procesados, debido a que 

ha utilizado el “sistema de tercios” en un delito con circunstancias específicas 

agravantes, a pesar de, existir reiterada jurisprudencia que no acepta dicha 

postura (incompatibilidad y exclusión entre circunstancias agravantes generales 

y específicas) 

 

En ese sentido, precisa que la determinación de la pena en delitos con 

circunstancias específicas agravantes se realiza en dos momentos, siendo el 

primero referido a la identificación de la pena legal y posterior a ello, en la 

determinación judicial de la pena judicial. La misma, que supone identificar la 

pena conminada del delito (primer paso), y posterior a ello, verificar 1. La 

concurrencia de causales de aumento o disminución de punibilidad, 2. La 

verificación de agravantes especificas en el delito (darle un contenido equitativo 

y proporcional) y, por último, 3. La verificación de reglas de reducción por 

bonificación procesal (segundo paso)  
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En el caso en concreto, se realiza la determinación de la pena de la siguiente 

manera 

 Identificación de la pena legal  

Se inicia, identificando la pena básica del delito de robo agravado previsto en el 

artículo 189, primer párrafo, del Código Penal, la misma que en su extremo 

mínimo establece 12 años de pena privativa de libertad y en su máximo 20 años 

de pena privativa de libertad.  

12 años  20 años 

 

 Determinación judicial de la pena 

Ahora, para la determinación jurídica de la pena, corresponde verificar y en caso 

concurran, aplicar lo siguiente:  

 

 Verificar la concurrencia de causales de aumento o disminución de 

punibilidad 

En el presente caso, existe una causal de disminución de punibilidad, esto es, la 

tentativa. A la misma que, el juzgador, considera realizar la disminución de 04 

años en su extremo mínimo, dando como resultado, un espacio punitivo entre el 

mínimo y máximo de 12 años. 

08 años  20 años 

 

 La verificación de agravantes especificas en el delito (darle un contenido 

equitativo y proporcional) 

Que, tratándose del delito de robo agravado en grado de tentativa, en la cual, 

concurren 02 circunstancias específicas agravantes de primer grado, esto es, el 

inciso 03 y 04 del artículo 189 del Código Penal, corresponde, darle a cada una 

de estas un valor proporcional mediante una división (12 años ÷ 08 agravantes), 

y aplicarlas, dentro del espacio punitivo.  

 

El valor dado a cada agravante se identifica en 01 año y 06 meses.  

12 AÑOS 
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01 año 

y 06 

meses 

01 año 

y 06 

meses 

01 año 

y 06 

meses 

01 año 

y 06 

meses 

01 año 

y 06 

meses 

01 año 

y 06 

meses 

01 año 

y 06 

meses 

01 año 

y 06 

meses 

 

Posterior a lo señalado, corresponde, aplicar las agravantes concurrentes en el 

caso en concreto, bajo la regla de “a mayor concurrencia de agravantes mayor 

probabilidad de alcanzar el extremo máximo de la pena”, por lo que, viéndose 

que concurren dos de estas, y las cuales, tienen valor de 01 y 06 meses, daría 

un valor de 03 años. Siendo, esto así, la pena concreta parcial, hasta el 

momento, sería de 11 años de pena privativa de libertad.  

 

 La verificación de reglas de reducción por bonificación procesal 

En este apartado, se verifica la concurrencia de reglas de reducción por 

bonificación procesal, las misma que abren la posibilidad de realizar la reducción 

de un séptimo o menos de la pena concreta establecida, esto último, en función 

a criterio de complejidad de la causa, las circunstancias del hecho, la situación 

penal del imputado y su actitud de procesal.  

 

Por lo que, viéndose que los procesados, cometieron el delito de forma dolosa, 

comprendían plenamente el carácter ilícito de su conducta, se desplego con 

violencia y amenaza, la agraviada al momento de la comisión del delito se 

encontraba con su menor hijo, se colocó un cuchillo que, por máximas de la 

experiencia, deja secuelas en la víctima, y si bien, no hubo perjuicio material, 

debido a que las pertenencia de la agraviada fueron recuperadas por la 

inmediata retención de los procesados, el juzgador, estima conveniente, realizar 

un descuento de 01 año por el acogimiento a los alcances de la conclusión 

anticipada de juicio, dando como resultado la pena concreta final de 10 años de 

pena privativa de libertad.  

 

Asimismo, se precisa que los recursos de Nulidad presentados por los 

procesados, tiene como objetivo la reducción de la pena impuesta, para lo cual, 

consideran que se tengan en cuenta sus condiciones personales; no obstante, 

la Corte Suprema descarta tal apreciación, debido a que estos argumentos han 



  

14 

 

sido evaluados y sobredimensionados por la Sala, imponiéndoseles una pena no 

ajustada a derecho. 

 

Por otro lado, se hace mención que la pretensión punitiva de la Fiscal Superior, 

aumento de pena, se estima acorde a derecho, debido a que abría la posibilidad 

al debate de la pena impuesta a los procesados, la misma que, bajo lo expuesto 

en los párrafos precedentes, es 10 años de pena privativa de libertad.  

 

Finalmente, la Corte Suprema, declararon haber nulidad en la sentencia 

conformada respecto a la pena impuesta, reformándola, impusieron a P.M.N.M. 

(1) y P.L.V.A. (2) diez años de pena privativa de libertad.  

 

II. IDENTIFICACIÓN Y ANALISIS DE LOS PRINCIPALES 

PROBLEMAS JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE 

A efectos de iniciarse con la identificación de los problemas encontrados en el 

presente expediente, es conveniente, realizar previamente, un desarrollo del 

delito de Robo con circunstancias agravantes.  

 

En ese sentido, se parte del delito de robo, el mismo que se encuentra ubicado 

en el Titulo de los delitos contra el Patrimonio; no obstante, por su misma 

composición, afecta a bienes jurídicos de distinta índole como la vida, la 

integridad física o moral y la libertad, lo convierte en un delito pluriofensivo. 

 

Ahora, respecto al contenido del delito de robo, se tiene lo dicho por el jurista 

peruano (Salinas Siccha, 2019) que sostiene: 

“De este modo, la conducta del robo simple se configura cuando el sujeto 

activo con la finalidad de obtener un provecho patrimonial sustrae para si 

un bien total o parcialmente ajeno de modo ilegitimo, haciendo uso de la 

violencia contra la persona o la amenaza con un peligro inminente para 

su vida o integridad física. “(pág. 1322)  

 

Por otro lado, respecto a los elementos típicos del sujeto activo y sujeto pasivo 

delito de robo, (Reátegui Sánchez, 2018) sostiene:  
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“En cuanto al sujeto activo puede ser cualquier persona, por lo tanto, se 

trata de un delito de naturaleza común, con las particularidades que 

hemos mencionado en el delito de hurto anteriormente analizado.  

Mientras que el sujeto pasivo puede ser una persona natural física no 

importante la edad o status social, como una persona jurídica de derecho 

público o privado, o mixta, basta que tenga un derecho de titularidad con 

respecto a la cosa mueble, objeto del delito de robo. (…)” (pág. 127) 

 

Finalmente, respecto a la consumación del delito de robo, la Corte Suprema de 

Justicia ha precisado que:  

“El criterio rector para identificar la consumación se sitúa en el momento 

en que el titular o poseedor de la cosa deja de tener a esta en el ámbito 

de protección dominical, y, por consiguiente, cuando el agente pone la 

cosa bajo su poder de hecho. Este poder de hecho – resultado típico- se 

manifiesta en la posibilidad de realizar sobre la cosa actos de disposición, 

aun cuando solo sea por un breve tiempo, es decir, cuando tiene el 

potencial ejercicio de sus facultades dominicales; solo en ese momento 

es posible sostener que el autor consumo el delito.” (Sentencia Plenaria 

N.° 1-2005/DJ-301-A) 

 

i) Primer problema jurídico identificado – falta de precisión de la norma 

aplicable al caso en el concreto  

Que, a efectos de darle contenido al primer problema jurídico identificado, hemos 

de partir de la idea que nuestros legisladores, como responsables de la 

criminalización primaria, son los encargados de determinar que conducta es 

relevante o no para el derecho penal (aunque ahora, en ocasiones, se realizan 

a través de Decretos Legislativos); no obstante a ello, estos, por más que se 

deseara, no están ajenos a los errores, puesto que, salta a la vista esa conclusión 

con solo ver la cantidad de modificaciones que existen a los tipos penales, 

teniendo por ejemplo, el delito de robo con circunstancias agravantes, que desde 

su vigencia en el Código Penal ha sufrido 08 modificaciones.  

 

En ese marco, a través de los recaudos, si bien, se puede observar que el 

Ministerio Publico, ha calificado los hechos atribuidos a P.M.N.M. (1) y P.L.V.A. 
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(2) dentro de los alcances del artículo 188 (tipo base) del Código Penal, 

concordado con el inciso 03 y 04 del primer párrafo del artículo 189 del citado 

código, y, además, del artículo 16 del mismo cuerpo normativo; se puede 

observar que, tanto el titular de la acción penal (por ejemplo, en la formalización 

de denuncia penal) y el Poder Judicial (por ejemplo, en el auto de apertura de 

instrucción y la sentencia conformada), no hacen referencia a la Ley que se 

estaría aplicando.  

 

ii) Segundo problema jurídico identificado – no haber calificado 

primigeniamente el grado de intervención de los sujetos en el delito 

como coautores 

Que, a efectos de darle contenido al segundo problema jurídico identificado, 

hemos de partir de la idea que la intervención en un delito podrá ser a título de 

autoría o participación. La primera en mención encuentra su fundamento en el 

artículo 23 del Código Penal, en la que se reconoce a la autoría, la autoría 

mediata y la coautoría.  

 

Ahora, en la coautoría, por ser de relevancia para el presente problema, ha sido 

descrita como la distribución de la intervención esencial de los agentes en la 

ejecución del delito, la cual, se realiza en razón a un previo acuerdo.  

 

En el mismo criterio, se tiene lo dicho por (García Cavero, 2019) que define la 

coautoría como:  

“La coautoría tiene lugar cuando varias personas realizan un delito de 

manera conjunta, lo que se corresponde con lo establecido en el artículo 

23 del CP en la parte que dice “cometer conjuntamente” el hecho punible. 

Son varias personas las que, de manera coordinada, llevan a cabo el 

hecho penalmente relevante. Como se puede ver, se trata de una forma 

de autoría que se caracteriza por una división del trabajo en la realización 

del delito, lo que no solo posibilita su realización de manera más optima, 

sino que reduce el riesgo de su evitación. A cada uno se le coautores se 

les considera autor del delito y, por lo tanto, la pena aplicable a cada uno 

de ellos será la prevista en el tipo penal correspondiente.” (pág. 750.) 



  

17 

 

En el mismo sentido, la Corte Suprema en el (Recurso de Nulidad N. ° 4104-

2010-Lima), es clara al señalar los elementos que conforman la coautoría son:  

 

“604: La coautoría exige para su configuración el cumplimiento de tres 

requisitos esenciales: “a) decisión común, que posibilita una división 

de trabajo o distribución de funciones; b) aporte esencial, de modo que 

sí uno de los intervinientes hubiera retirado su aporte pudo haberse 

frustrado el plan de ejecución; y c) tomar parte en la fase de ejecución, 

donde cada sujeto coautor tiene un dominio parcial del acontecer”. 

Coautoría: basta el dominio funcional del hecho y no que los coautores 

realicen todas y cada una de las acciones típicas.” 

 

Siendo esto así, en los actuados, el Ministerio Publico considero en su 

formalización de denuncia realizada contra P.M.N.M. (1) y P.L.V.A. (2) que el 

grado de intervención en el delito seria de autor y cómplice primario, 

respectivamente. Mas adelante, el Juez instructor, difiere de dicha calificación, 

señalando en su auto de apertura de instrucción que los procesados tendrían la 

calidad de autores del delito. Y finalmente, en el dictamen Fiscal acusatorio 

realizado por la Fiscalía Superior, se precisa que la intervención de los 

procesados fue en calidad de coautores.  

 

En ese sentido, se ve una calificación simultánea a la intervención de los 

imputados en los hechos, las mismas, que difieren cada una de la anterior.  

 

iii) Tercer Problema jurídico identificado – no haber calificado 

primigeniamente la agravante “a mano armada” en los hechos materia 

de la presente   

Que, a efectos de darle contenido al tercer problema identificado, se parte de la 

idea que el delito de robo con circunstancias agravantes comprende una 

circunstancia que hace referencia al arma que utiliza el sujeto para cometer el 

delito, esto es, la circunstancia agravante del inciso 03 del primer párrafo del 

artículo 189 del Código Penal. 
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Al respecto, (Peña Cabrera Freyre, 2019) refiere:  

“Ahora bien, como se dijo, el arma para poder calificarla como un elemento 

de agravación del robo debe ser efectivamente empleado por el agente, 

debe ser el medio del cual se sirve el autor para doblegar la voluntad de 

la víctima. No basta, por consiguiente, el hecho de llevar o portar un arma, 

sea ejercicio una violencia concreta, vrg. disparando al aire o al cuerpo de 

la víctima, lo que importa que pueda ser configurada como una fuerza 

contúndete como una forma de amenaza, al ser exhibida.” (pág. 449)   

 

En el mismo sentido, se tiene lo dicho por la Corte Suprema mediante el 

(Acuerdo Plenario 5-2015/CJ-116) 

“Por tanto, el sentido interpretativo del término “a mano armada” como 

agravante del delito de robo del artículo 189.3 del Código Penal, en 

relación a las armas en general y las armas de fuego en particular, abarca 

a las de fuego inoperativas, aparentes, las armas de utilería, los juguetes 

con forma de arma, las réplicas de armas o cualquier elemento que por 

su similitud con un arma o una de fuego verdadera o funcional, al no ser 

sencillamente distinguible de las auténticas, produzca los mismos efectos 

disuasivos de autodefensa activa en la víctima, ante la alevosía con que 

obra el agente delictivo.” (Fundamento jurídico 17) 

 

Siendo esto así, en los actuados, el Ministerio Publico considero en su 

formalización de denuncia realizada contra P.M.N.M. (1) y P.L.V.A. (2) que solo 

sería aplicables al hecho atribuido la circunstancia agravante prevista en el inciso 

04 del primer párrafo del artículo 189 del Código Penal, esto es, la agravante 

referente al concurso de dos o más personas; calificación, que fue convalidada 

y aceptada por el Juez instructor al momento de dictar su auto de apertura de 

instrucción y en sus posteriores actuaciones; esto, a pesar que la agraviada 

preciso que P.M.N.M. (1) habria usado un objeto punzo cortante para reducirla e 

intentar arrebatarle sus pertenencias.  
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III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LOS PROBLEMAS 

JURÍDICOS IDENTIFICADOS 

En este apartado, se procederá a realizar un análisis de los principales 

problemas jurídicos a lo largo del expediente judicial. 

 

i) Respecto al primer problema jurídico identificado – falta de precisión 

de la norma aplicable al caso en concreto  

Al respecto, a nuestro parecer, el Código Penal ha visto conveniente precisar 

que los sujetos, tienen como garantía que se les aplicara la ley vigente en el 

momento de la comisión del hecho punible, que debe ser entendida para las 

partes (Ministerio Publico y Poder Judicial) como una obligación de fundamentar 

sus decisiones en la aplicación de la ley vigente cuando se realizó el hecho, 

mientras que, para el investigado, en el sentido de conocer en qué ley se 

encuentra descrita el delito atribuido.  

 

Solo, a instancia Superior y Suprema se hace referencia a ley aplicable en el 

tiempo, la cual, según la fecha en que se realizaron los hechos, esto es, del 11 

de enero del 2014, es la Ley N.° 30076 publicada el 19 de agosto del 2013.  

 

Por lo tanto, a nuestro entender, tal y como se ha señalado, la actuación de los 

operadores jurídicos, bajo el principio de aplicación de la ley vigente al momento 

de los hechos, no solo se satisface con señalar en sus actuaciones el artículo de 

la norma que se está aplicando, sino, también, consignar el numero de la ley y 

la fecha en que esta entra en vigencia.  

 

ii) Respecto al segundo problema jurídico identificado – no haber 

calificado primigeniamente el grado de intervención de los sujetos 

en el delito como coautores 

Al respecto, a nuestro parecer, la falta de precisión del grado de intervención de 

los imputados en los hechos, causa preocupación, debido a que de la revisión 

de los actuados, es clara una intervención en coautoría, debido a que 1.Existe 

una distribución de funciones en el hecho, puesto que P.M.N.M. (1) se encargó 

de reducir a la agraviada y sustraerle sus pertenencias, mientras que P.L.V.A. 
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(2) de acercar al primero a la indefensa agraviada y posterior a la sustracción de 

sus pertenencias, asegurar la huida; 2. El aporte fue esencial, en razón a que la 

sin la intervención de P.M.N.M. (1) no se hubiera tentado el delito, y debido a 

que el aporte de P.L.V.A. (2), fue esencial para situar al agraviado en el lugar de 

los hechos, y posterior a ello, garantizar la huida; y por último, 3. El aporte a 

ambos sentenciados ha sido realizado durante la etapa de ejecución del delito, 

ya que, su intervención, ha sido realizada antes del apoderamiento de las 

pertenencias de la agraviada.  

 

En ese sentido, se ve una errónea aplicación del grado de intervención en el 

delito atribuido a P.M.N.M. (1) y P.L.V.A. (2), hecho, que fue subsanado en el 

dictamen Fiscal acusatorio realizado por la Fiscalía Superior, quienes precisan 

la intervención de los procesados fue en calidad de coautores.  

 

Por lo tanto, a nuestro entender, tal y como se ha señalado, los hechos 

precisaron la intervención de los procesados dentro de los alcances de la 

coautoría, la misma, que ha tenido que señalarse desde el inicio de la 

investigación a efectos de garantizar a las partes el derecho de defensa y 

contradicción.  

 
iii) Respecto al tercer problema jurídico identificado – no haber 

calificado primigeniamente la agravante “a mano armada” en los 

hechos materia de la presente   

A nuestro parecer, se ha debido de introducir desde un inicio la concurrencia de 

la agravante referida “a mano armada” debido a que, de la revisión de los 

actuados, se puede concluir del relato brindado por la agraviada que P.M.N.M. 

(1) habria usado un objeto punzo cortante para reducirla, el mismo, que si bien, 

no fue encontrado en sus pertenencias, habria servido para reducir la resistencia 

de la agraviada.  

 

Por lo tanto, se ve una errónea aplicación de la ley penal realizada por el 

Ministerio Publico como por el Juez instructor, hecho, que fue subsanado en el 

dictamen Fiscal acusatorio realizado por la Fiscalía Superior, quienes solicitan 
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se agregue el inciso 03 del primer párrafo del artículo 189 del Código Penal para 

iniciarse el juicio oral, petición que fue concedida por la Sala Penal, continuando 

la presente con el trámite correspondiente. 

 

Por lo tanto, a nuestro entender, tal y como se ha señalado, la incorporación de 

la agravante ha tenido que señalarse desde el inicio de la investigación a efectos 

de garantizar a las partes el derecho de defensa y contradicción.  

 

IV. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES 

EMITIDAS  

En este apartado, se procederá a realizar un análisis de la sentencia conformada 

emitida por el Colegio Superior y en la ejecutoria suprema de la Sala Penal de la 

Corte Suprema al momento de resolver los recursos impugnatorios de las partes; 

asimismo, la posición respecto a las mismas. 

 

(i) Respecto a la sentencia conformada emitida por la Sala Penal 

Permanente de la Corte Superior de Lima Sur.  

Que, el análisis de la sentencia conformada, parte, identificando que existe un 

problema en la determinación de la pena, siendo esta, entendida como un 

proceso técnico en la que el juez establecerá la pena aplicable al sujeto en razón 

al hecho cometido.   

 

Al respecto, la doctrina, ha señalado que la determinación de la pena, en delitos 

con circunstancias agravantes específicas, no se realiza con la aplicación del 

sistema de tercios establecidos en el artículo 45-A del Código Penal. Siendo, 

(Prado Saldarriaga, 2015) uno de los máximos exponentes de dicha postura, 

quien precisa el método de la siguiente manera:  

 

“El primer paso es reconocer el espacio punitivo o pena básica que viene 

predeterminado por la ley y suele encabezar el catálogo de circunstancias 

agravantes especificas con frases como “la pena será privativa de libertad 

no menor de diez ni mayor de veinte años y trescientos sesenta y cinco a 

setecientos treinta días multa”, que utiliza el párrafo primero del citado 

artículo 04 (Decreto Legislativo N. ° 1106). El segundo paso es identificar 
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en el caso las circunstancias agravantes concurrentes usando como 

referencia los supuestos regulados y que en el caso del ejemplo normativo 

que estamos utilizando son tres (condición especial del agente; calidad de 

integrante de una organización criminal de quien comete el delito; valor 

superior a 500 UIT de los activos objeto del delito). Y tercer paso es 

ascender en función al número de agravantes especificas detectadas 

desde el límite inicial o mínimo del espacio punitivo (en el ejemplo desde 

diez años de pena privativa de libertad y trescientos sesenta días multa) 

hacia el límite final o máximo (que según el ejemplo es veinte años de 

pena privativa de libertad y setecientos treinta días multa) 

Ahora bien, cada circunstancia agravante especifica tendrá un valor 

cuantitativo que será equivalente al cociente de dividir la extensión del 

espacio punitivo (en años de privación de libertad y días multa conforme 

al señalado por el primer párrafo del artículo 4° del Decreto Legislativo N. 

° 1106) entre el número total de agravantes especificas (tres en el ejemplo 

citado).” (pág. 65)” 

 

En el mismo sentido académico, la Corte Suprema en el (Recurso de Nulidad N. 

° 1434-2019-Lima Norte), señala que, en un delito con circunstancias agravantes 

especiales, se determina la pena de la siguiente manera.  

“Decimoctavo. La pena abstracta nueva oscila entre 10 y 34 años. 

El espacio punitivo entre el mínimo y el máximo legal enunciado alcanza 

los 24 años. En este caso, el primer párrafo del artículo 189 del Código 

Penal prevé ocho circunstancias agravantes específicas del mismo nivel. 

A cada una de ellas, por equivalencia y proporcionalidad, ha de 

asignársele un valor o peso cuantitativo similar.  

Seguidamente, respecto a la dimensión de la pena concreta, se aprecia la 

confluencia de dos circunstancias agravantes específicas, estipuladas en 

el artículo 189, primer párrafo, numerales 2 y 4, del Código Penal, esto es: 

“durante la noche” y “con el concurso de dos o más personas”. 

En estos casos, ha de recurrirse a la fórmula general en el sentido de que 

a mayor número de circunstancias agravantes la posibilidad de alcanzar 

el extremo máximo de la pena también es mayor8. Contrario sensu, la 
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menor cantidad de circunstancias agravantes conducirá a que se fije la 

pena en el mínimo legal o cercano a él.  

Por lo tanto, partiendo del mínimo legal, en línea ascendente, se concluye 

que la pena concreta es dieciséis años.”  

 

Ahora, no obstante, a lo desarrollado, el Colegiado Superior, realiza una errónea 

determinación de la pena a los procesados, llegando al resultado de 06 años de 

pena privativa de libertad, realizando, 1. El sistema de tercios, ubicándose en el 

tercio inferior por solo haber circunstancias generales de atenuación, 2. Realiza 

una reducción de 04 años por la causal de disminución de punibilidad Tentativa, 

3. Reducción de 04 meses por la consideración del principio de proporcionalidad, 

el principio de humanidad y el fin preventivo de la pena, 4. Por último, la 

aplicación de un descuento por la suscripción de la conclusión anticipada de 

juicio.  

 

Por lo tanto, a nuestro parecer, se ve una errónea determinación de la pena 

realizada por el Colegiado Superior, al precisarla utilizando métodos no acordes 

a lo señalado en la jurisprudencia y doctrina autorizada, hecho, que fue 

reformado por la Ejecutoria Suprema expedida conforme a ley.  

 

(ii) Respecto de la ejecutoria suprema emitida por la Sala Penal 

Permanente de la Corte Suprema 

Por último, me encuentro conforme con el contenido de la ejecutoria suprema 

expedida por la Sala Penal Permanente, debido a que abordan la discusión 

central planteada por los Recursos de Nulidad, determinar la pena 

correctamente, dentro de los alcances de la jurisprudencia y doctrina emitida.  

 

Siendo esto así, me encuentro conforme con lo señalado por Sala Penal 

Permanente, y la determinación judicial de la pena respecto a P.M.N.M. (1) y 

P.L.V.A. (2) fijada en 10 años de pena privativa de la libertad.   

 

V. CONCLUSIONES 

- El Ministerio Publico, como titular de la acción penal publica, tiene la 

obligación de perseguir el delito. En ese sentido, en el Código de 
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Procedimientos Penales de 1940, este organismo constitucional ejerce 

dicha facultad inicialmente a través de la formalización de la denuncia 

penal en contra de los imputados, en la que se debe no solo detallar los 

hechos atribuidos, sino, también, la normativa aplicable (ser claro si 

concurren o no circunstancias agravantes y que se detalle la ley penal 

aplicable) así como, el grado de intervención de los imputados en el delito 

atribuido; esto, bajo el principio de defensa y contradicción. 

 

- La determinación judicial de la pena es un procedimiento técnico realizado 

por el juzgador al momento de sentenciar y aplicar la sanción 

correspondiente a los procesados. Dicho momento debe realizarse 

tomando en cuenta criterios constitucionales, legales, jurisprudenciales y 

doctrinales a efectos evitar errores. En ese sentido, estos últimos, 

precisan verdadera importancia a la hora de resolver los conflictos 

presentados en propia practica judicial respecto a la determinación del a 

pena, ya que se pueden extraer soluciones razonables y no debatibles en 

razón a los argumentos que se postulan. Tal es el caso de la presente 

sentencia conformada y la doctrina y jurisprudencia citada.  

 

- Es necesario un mayor compromiso y diligencia por parte del Ministerio 

Publico y Poder Judicial para con su actuación en un proceso penal, 

debido a lo relevante que se tiene en debate, esto es, en el caso más 

grave, la libertad de una persona. Resalta en la presente falencias en las 

actuaciones de los operadores jurídicos  (la imputación inicial no precisa 

ley penal aplicable, no se detallan las circunstancias aplicables, no se 

determinar el grado de intervención de los imputados en los hechos y la 

convalidación del juez), las mismas que no deben ser advertidas y 

corregidas a instancia superior, ya que en esta etapa solo cabe un control 

de acusación formal a raíz del Acuerdo Plenario 06-2009/CJ-116, y no 

una plena etapa de saneamiento como se encuentra prevista en la etapa 

intermedia establecido en el Código Procesal Penal del 2004. Hecho que 

genera indefensión y errónea aplicación de derecho.  
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